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			No es necesario aclarar las razones por las que el equipo editorial de Los Libros de la Catarata ha querido publicar un libro como este. Con la cantidad de titulares de prensa que está generando la cuestión catalana, lo extraño hubiese sido no ofrecer elementos de juicio al público lector, sobre todo al de fuera de Cataluña. Ese mismo público decidirá si se acertó al encargar la misión a los autores que firmamos y que quisiéramos hacer algunas precisiones antes de entrar en materia.


			Quien se disponga a comprar este libro o —¡ay!— lo haya hecho ya debe saber que no tiene en las manos una historia de Cataluña contemporánea. No puede serlo, por claras razones de espacio, de género y de premura. Tampoco ofrecerá como sucedáneo una definición rápida de un ser de Cataluña o una personalidad catalana en cuya existencia no creemos. En el siglo XVII, los españoles tenían reputación de serios y los suizos, de belicosos. O como dijo Hegel: “Que no vengan a hablarme del cielo de Grecia, puesto que hoy están los turcos donde en otro tiempo habitaban los griegos”. Parábolas como la de la sirena y el pastor de que se valió Jaume Vicens Vives en su Noticia de Cataluña han de tomarse hoy, a lo sumo, como recursos literarios. Se oye a menudo decir “Cataluña piensa...”, “el pueblo catalán cree...”, “los españoles sienten...”, pero eso, o forma parte de la metafísica propia de todo nacionalismo, o bien obedece a una comodidad en el uso del lenguaje que nosotros también emplearemos alguna vez. Ni Cataluña ni España piensan nada, porque no son personas; ni se sabe con exactitud quién queda dentro y fuera de esos pueblos catalán o español, ni, por supuesto, todos los catalanes o los españoles —y a veces ni siquiera la mayoría— sienten o piensan igual. 


			Este libro habla del catalanismo, que sí existe, y cuenta con una larga trayectoria. Aunque se puedan identificar retazos de él algunos años antes, el término ganó adeptos desde la década de 1880, en parte gracias a la popularidad alcanzada por el libro homónimo de Valentí Almirall. Mucho del éxito cosechado por esa etiqueta desde entonces radica en su vaguedad deliberada, pues evita decantarse por regionalismo o nacionalismo, y después apostar por una fórmula de Estado concreta: fueros, autonomía, federación, confederación o independencia. Nótese que se dice catalanismo —como vasquismo, galleguismo u occitanismo—, pero no españolismo o francesismo, porque esa ilusión de unanimidad se desvanece en un Estado-nación constituido, donde la borran las querellas sociales o políticas. Catalanismo se utilizará aquí como sinónimo de nacionalismo catalán, con independencia de las soluciones territoriales que haya propugnado en cada momento. 


			Actualmente, la versión del nacionalismo que domina en la opinión y los medios europeos es la objetivista de filiación germánica, según la cual las naciones existen por sí mismas y desde antiguo. Sin embargo, se habrá intuido que suscribimos la concepción contraria, subjetivista, que hoy cuenta con más partidarios en el mundo académico. Al igual que Ernest Gellner o Eric J. Hobsbawm, creemos que son los nacionalistas quienes crean la nación —no tanto el pueblo o la etnia, sean lo que fueren—, porque esta solo puede existir después de ser pensada, imaginada, para decirlo con la socorrida expresión de Benedict Anderson. Como por nación se entiende la comunidad basada en la soberanía de los ciudadanos con derechos políticos plenos (soberanía nacional), solo ha habido naciones a partir de que la revolución americana y la francesa instaurasen ese principio en la segunda mitad del siglo XVIII. 


			El historicismo es uno de los elementos más corrientes, casi imprescindible, de cualquier nacionalismo, estatal o no. El historicismo y no la historia, no tanto porque aquel se resuma en una manipulación de datos históricos, sino porque quiere demostrar una esencia y marca un destino final: el reino de Dios en la tierra, la sociedad sin clases o la plenitud nacional, tanto da. Como somos historiadores, a menudo nos veremos en la incómoda posición de atacar prejuicios de ese género, sin estar seguros de que hayan arraigado en quien nos lee y hasta qué profundidad. Pedimos disculpas por adelantado. Sobre todo los primeros capítulos contendrán muchos “no es”, o “aún no es” para contrarrestar esa lectura historicista, pero no hemos querido acortar esa primera parte porque muchas claves del catalanismo posterior se encuentran en la transformación económica y social que Cataluña experimentó a inicios de la época contemporánea. Además, queremos dejar patente que las cosas cambian, que las patrias no son eternas y que los nacionalismos que las construyen evolucionan. Pere Anguera, el gran especialista del XIX catalán, escribió muchas páginas contra las inter­­pretaciones presentistas que convierten las revueltas de en­­tonces en “manifestacions baptistes del nacionalisme català”. 


			La versión del nacionalismo hoy hegemónica en esta parte del mundo equipara la lengua con la identidad y esta con la pertenencia a la nación. La primera igualdad proviene de la concepción de la lengua como relicario del alma del pueblo (Völksgeist) que desarrolló la Ilustración alemana y que los lingüistas han descartado hace tiempo. Las lenguas tampoco son entes eternos e inmutables, sino que cambian y se relacionan con otras mediante préstamos. Por otro lado, sus variedades dialectales y sus idiolectos pueden hallarse tan separados entre sí como idiomas distintos.


			Lo más frecuente, además, es que en un mismo territorio se empleen varias lenguas, lo que no lleva por fuerza al multilingüismo. Como ha demostrado Joan-Lluís Marfany, el bilingüismo se da en Cataluña desde hace pocas décadas, después de que la inmigración haya realizado un aporte sustancial de castellanohablantes nativos. En cambio, desde finales del siglo XV hasta bien entrado el XX imperó la diglosia (triglosia, si contamos al latín), en virtud de la cual el catalán y el castellano ocuparon planos distintos: el primero persistió como lengua hablada mayoritaria, mientras que el segundo, idioma del poder y de prestigio, fue adoptado por las clases superiores y destinado a un número creciente de funciones, legales, académicas y literarias. Esta situación experimentó profundos cambios a lo largo del siglo XX, ya por la sistematización y el aumento de valor social del catalán, más en épocas de autogobierno, ya por las prohibiciones que pesaron sobre su uso durante la dictadura de Primo de Rivera y bajo el franquismo. 


			En cuanto a la identidad, sabemos desde que nos lo contó Émile Durkheim que todo grupo humano, cualquiera que sea el criterio con que se forma, desarrolla una conciencia colectiva al reconocerse como tal. Naturalmente, no todo el mundo participa en el acopio y reajuste de ese acervo de valores y reglas compartidos, ni todos obtienen de él iguales beneficios. No ha de pensarse por eso que el nacionalismo catalán, como cualquier otro ideario, presente una correspondencia exacta y constante con una sola clase social. Pese a sus orígenes burgueses, casi inevitables, el catalanismo no ha sido patrimonio único de la burguesía (comercial, industrial o financiera), de la pequeña burguesía o de los restos de la nobleza y el clero, que han apostado por él con entusiasmos variables a lo largo del último siglo y medio. Aunque se les presentara a menudo como reserva de las esencias, los payeses contribuyeron muy poco a un nacionalismo que les llegó hecho de la ciudad. Por fin, los trabajadores urbanos han mostrado siempre poco apego por él, antes incluso de que la inmigración española o exterior engrosara sus filas.


			Una vez emitidas, las ideas se convierten en bienes mostrencos que cualquiera puede adoptar y rehacer a voluntad. En consecuencia, el surgimiento y evolución del nacionalismo catalán se ajustan en gran medida a los del nacionalismo en general, no solo a los hechos mayores de la historia catalana y española de los últimos dos siglos. Desde fines del siglo XVIII, los nacionalismos se han enlazado en una cadena histórica que llega hasta el presente. Sus eslabones se unen mediante la imitación o la reacción, de forma que todo nuevo nacionalismo toma como modelo a otros que le precedieron y se alza frente a otro u otros con los que entra en pugna. Siquiera de forma insconsciente, esa reacción también puede dirigirse contra una tendencia general a la internacionalización o la globalización. El auge de los nacionalismos y el culto a lo local aparecen entonces como sus reversos necesarios, de la manera que ha propuesto Manuel Castells para tiempos recientes, aunque el espíritu del “que inventen ellos” unamuniano tampoco estuvo muy lejos.


			El nacionalismo catalán ha tenido como antagonista —aunque no siempre enemigo— perenne al nacionalismo español, tanto en la versión liberal y de matriz francesa que se acuñó a principios del XIX como en la reaccionaria y de influencia alemana que se elaboró a finales de ese siglo. Josep Maria Fradera ha demostrado que la identidad catalana moderna cuajó en paralelo a la idea de España como Estado-nación en el arranque mismo de la contemporaneidad. Des­­de entonces, ambos nacionalismos han mantenido una relación tan estrecha y se han retroalimentado tanto que a veces resulta casi imposible determinar cuál de los dos llevó la iniciativa. Aunque haya alcanzado cotas inéditas de virulencia, el pulso entre los nacionalismos catalán y español al que estamos asistiendo en estos meses no reviste auténtica novedad.


			Tampoco es nuevo que el catalanismo busque en el exterior espejos donde mirarse. Si hoy se trae a colación a Escocia o el Quebec, hace un par de décadas se aludió a los países bálticos y Eslovaquia, en los años 1920 a Irlanda, algo antes a Noruega y a fines del XIX a Hungría, Bohemia y Occitania. Sin embargo, se trata siempre de espejos deformantes como los del callejón del Gato, que se escogen adrede para verse más alto o más gordo, no porque ofrezcan un perfil exacto de la realidad. Devuelven imágenes deseadas, no reflejos fieles. Por lo demás, esas naciones sin Estado o que lo han edificado hace poco tampoco sirven como socios o aliados, sino como meras referencias de argumentación. No se estrechan relaciones efectivas con instituciones o fuerzas políticas suyas más allá de la retórica. Occitania en su momento y otras naciones o regiones españolas constituyen excepciones, pero solo aparentes porque, de hecho, siempre se interpela a España, al Estado. El catalanismo no ha buscado inspiración en las Re­­públicas de la antigua América española ni en las surgidas de la descolonización en el siglo XX. Resulta aún más curioso que Andorra, en rigor el único Estado catalán independien­­te que existe, falte tanto del discurso catalanista, cuando se ri­­ge por normas económicas y políticas que hoy suscriben catalanistas de distintos signos. En este sentido, también es revelador que se haya dejado de mentar a Singapur, un Estado pequeño, fundamentalmente urbano y económicamente muy exitoso, aunque regido por una minoría china no nativa.


			Proteico, el catalanismo tiende a adueñarse de todos los discursos y a invadir todos los espacios políticos, a izquierda y a derecha. Desde que Valentí Almirall propusiera su Centre Catalá, allá por 1880, el catalanismo ha servido lo mismo a la reacción que al progreso. En realidad, no sucede tanto que el catalanismo se manifieste bajo muchas formas, sino que la sociedad catalana ha presentado una complejidad mayor que las otras peninsulares durante buena parte de la época contemporánea, y por eso ha generado una multitud de corrientes políticas. 


			Lo anterior implica que el catalanismo siempre ha sido moderno, incluso cuando ha sido reaccionario, o sobre todo entonces. Ha estado en constante sintonía con las tendencias ideológicas europeas del momento, también con el racismo, el radicalismo republicano, el populismo, el liberalismo o la socialdemocracia cuando han imperado. Tomó un marchamo genéricamente progresista en la oposición al franquismo, y hoy sigue manteniéndolo a pesar de la evidente diversidad ideológica de los sectores que se reclaman catalanistas y del contenido, ya verificable, de las realizaciones de unos y otros en el poder municipal o autonómico. 


			Cada versión del catalanismo ha expuesto su o sus fórmulas de encaje de Cataluña en una España donde a menudo se ha despachado el problema catalán con exabruptos, conmiseración o simple indiferencia. Frente a esas actitudes, los políticos catalanes de los últimos dos siglos han adoptado otras, no necesariamente sucesivas, sino alternas y a menudo simultáneas, incluso tratándose de las mismas personas. Para resumir, se han dado una postura segregacionista, que aboga por la independencia (entre 1926 y 1931, y desde 1939 hasta hoy); una particularista, favorable a la obtención de privilegios o a un Estado confederal (sobre todo, desde 1880 hasta 1923, y desde la transición democrática); una federalista (desde 1860) y una intervencionista, decidida a regir ese Estado español en apariencia hostil (en 1833-1834 y en 1868-1872, pero, ¡ay!, también en 1923).


			Sin duda, las reivindicaciones del catalanismo han ido subiendo de tono e intensidad desde 1875, y lo mismo en épocas represivas que aperturistas, pero se incurriría en un paralogismo si se creyera que esa evolución estaba predestinada. Al catalanismo le podía haber sucedido lo que al regionalismo de Navarra, Asturias, Valencia, Baleares, Galicia o, fuera de España, de Occitania, Bretaña o Gales. Todos ellos proporcionan contraejemplos excelentes de territorios de fuerte personalidad cultural o idiomática donde no han cuajado nacionalismos como el catalán o el vasco. 


			Parece, pues, que tiene que haber causas de larga duración, y no solo políticas, que hayan hecho posible ese incremento, más allá de fidelidades atávicas o de la voluntat d’ésser que supuso Jaume Vicens. La demografía y la geografía económica tal vez suministren alguna luz, y por eso insertaremos algunas consideraciones de esa índole. La mayoría tendrán que ver con Barcelona y su área de influencia, donde hoy viven cinco de los siete millones y medio de catalanes. Como observó Vicente Cacho con la fina intuición que le caracterizaba, “sin capitalidad cierta ni una ciudad digna de ese nombre, todo nacionalismo tiene siempre algo de incompleto”.


			Por supuesto, también nos valdremos de textos, cuyos fragmentos figurarán traducidos al castellano en una nota al final del capítulo cuando juzguemos que ofrecen alguna dificultad de comprensión o contienen algún matiz que pueda escaparse al lector no habituado al catalán. Esas citas se transcribirán en catalán normativo actual si corresponden a un momento posterior a 1913, cuando el Institut d’Estudis Catalans adoptó las normas elaboradas por Pompeu Fabra, y con la or­­tografía prenormativa original en caso contrario. También en ese periodo inicial, se adjudicarán nombres de pila en catalán a quienes los usaran alguna vez, sobre todo por escrito, aunque se descartarán versiones ultracorregidas posteriores que los interesados no emplearon.


			Por una de aquellas casualidades que en realidad no lo son, la ortografía de Fabra señala también la cesura entre la primera parte del libro (capítulos 1 a 5), debida a Manuel Santirso, y la segunda (capítulos 6 a 11), que ha escrito Jaume Claret. Ambos queremos agradecer a Juan Sisinio Pérez Garzón que sugiriese nuestros nombres a los audaces editores de Los Libros de la Catarata, y deseamos pedir disculpas a nuestras mujeres (respectivamente, Carmen y Maria) y a nuestros hijos e hijas (Pablo y Juan; Aina, Roser y Mercè) por el tiempo que les hemos regateado mientras redactábamos el libro. Los errores que contenga se deben por entero a nuestra incuria o nuestra incapacidad.
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			CATALUÑA EN LA REVOLUCIÓN LIBERAL (1808-1835)






















			Antecedentes


			Casi todos los nacionalismos europeos actuales, tengan o no Estado, sitúan la eclosión y desarrollo de sus respectivas naciones antes de la época contemporánea. Se sirven para ello de relatos construidos sobre la analogía con el ciclo natural del año: nacimiento, esplendor, decadencia y resurgimiento. Así ocurre también con el nacionalismo catalán, según el cual la nación catalana apareció en la Alta Edad Media, alcanzó el cenit de su poder en la Baja, decayó a partir del siglo XV y asistió a un renacimiento (Renaixença, un término emparentado con el occitano Renaissença y el italiano Risorgimento) en el XIX. Sin embargo, la nación es un fenómeno contemporáneo, y por tanto la catalana no emergió cuando el conde Borrell II se abstuvo de renovar su vasallaje al rey franco Hugo Capeto en 988, ni desapareció con la entronización de los Trastámara como reyes de Aragón en 1412, la unión dinástica con Castilla a partir de 1479 o la promulgación del llamado Decreto de Nueva Planta en 1716. 


			Todos esos acontecimientos, presentados como jalones mayores por el historicismo nacionalista, tuvieron que ver con cambios dinásticos, con reyes, los únicos titulares de la soberanía antes de que esta se convirtiese en compartida por todos los ciudadanos. Sin embargo, los monarcas antiguos no se identificaban con nación alguna y tenían un concepto estrictamente patrimonial de sus dominios. Para comprobarlo, bastará citar la ristra de títulos usados por los soberanos hispánicos, que hasta Fernando VII inclusive no firmaron como “Rey de España” (a lo sumo, de las Españas), sino como “Rey de Castilla, de León, de Aragón, de las Dos Si­­cilias, de Jerusalén, de Navarra, de Granada, de Toledo, de Va­­­­­­lencia, de Galicia, de Mallorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdoba, de Córcega, de Murcia, de Jaén, de los Algarves, de Algeciras, de Gibraltar, de las Islas de Canarias, de las Indias Orientales y Occidentales, Islas y Tierra Firme del Mar Océano, archiduque de Austria, duque de Borgoña, de Brabante y Milán, conde de Apsburg, de Flandes, de Tirol, Rosellón y Barcelona, señor de Vizcaya y de Molina”.


			Felipe II (I de Aragón) o Carlos IV no se titularon también reyes de Cataluña porque no era un reino; es habitual referirse a ella como un Principado, bajo la soberanía del conde de Barcelona. Este se erigió en poder autónomo a fines del siglo X, pero sobre todo en la revolución feudal del XI. A partir del XII, y ya en la entidad mayor a la que se da en llamar Corona de Aragón, se desarrollarían instituciones propias de un Estado medieval, como las Cortes o la Diputació del General, o locales, como el Consell de Cent barcelonés. Todas ellas permanecerían hasta inicios del siglo XVIII, sin que les afectara mucho la unión dinástica con Castilla bajo los Reyes Católicos ni la reunión de coronas con los Habsburgo. Estos monarcas adoptaron el absolutismo en Castilla a partir de la derrota de las Comunidades en 1522, pero no en la Corona de Aragón ni en el reino de Navarra. Las instituciones catalanas se mantuvieron incluso cuando el Principado se reintegró a la monarquía hispánica en 1652, tras el periodo como República satélite francesa iniciado en 1641, mientras que serían abolidas en el Rosellón y en la parte de la Cerdaña que quedaron en poder de la monarquía francesa, por más que el Tratado de los Pirineos de 1659 hubiese estipulado lo contrario.


			Ese panorama cambiaría a raíz de otra querella dinástica, la que dirimieron los Borbones de Francia y los Habsburgo de Austria en la guerra de Sucesión entre 1700 y 1713 (en su vertiente internacional) o 1715 (hispánica). La represión que siguió a la derrota de 1714 dejó sin duda huella en la mentalidad del común, aunque de profundidad muy difícil de establecer. Preceptos como el de atar los cuchillos a las mesas tuvieron que generar rencor, y de ahí que se llegase a llamar a las letrinas can Felip (la casa de Felipe). Eso no quita que la lealtad felipista arraigase en algunos lugares, como Cervera, que vio recompensado su apoyo a la nueva dinastía con una capitalidad de corregimiento y la instalación de la única universidad de Cataluña. 


			A diferencia de los reinos de Valencia y Aragón, cuyos fueros habían sido derogados mediante un decreto en junio de 1707, las instituciones catalanas fueron abolidas de facto. Figuras del posterior catalanismo como Josep Coroleu y Jo­­sep Pella y Forgas llamaron la atención ya en 1878 sobre el hecho de que el primer Borbón no mandase quemar las cons­­tituciones de Cataluña y Mallorca. En su lugar, se procedió a la reforma del esquema judicial del Principado, aunque hay que tener en cuenta que poder judicial y administración se mezclaban en el Antiguo Régimen. Los cambios se deta­­llaban en la Nueva Planta de la Real Audiencia del Principado de Cata­­luña, similar a las ya decretadas para Aragón en 1711 y para Mallorca en 1715. De los 59 artículos, los que van del 3 al 30 organizan la Audiencia, del 31 al 44 definen los corregimientos como nuevos distritos administrativos y del 45 al 48 se ocupan de los bayles (delegados reales) y del go­­bierno local, pero solo en los sitios de jurisdicción realenga. 


			Así pues, el derecho catalán no quedó derogado en 1716, sino que, a falta de unas Cortes que produjesen nueva norma, se estancó. Valentí Almirall, otro prócer del primer catalanismo, diría que se momificó. Él y los demás autores de la Memoria en defensa de los intereses morales y materiales de Cataluña tomaron el asunto por los pelos al sostener que el célebre decreto “nada tocaba a la base de la soberanía, sino que por el contrario, en recta interpretación, no solo dejaba subsistente, sino que confirmaba todo lo relativo a convocación, celebración y atribuciones de las Cortes”. En realidad, si las Cortes de Castilla reunidas en 1724-1725, 1760 y 1789 para jurar a los nuevos reyes incluyeron a dos diputados por cada reino de la antigua Corona de Aragón, es que se daba a esos territorios por absorbidos. 


			Por otra parte, las Cortes Generales de Aragón casi estaban en desuso en 1714. Se habían convocado siete veces bajo Fernando el Católico (II de Aragón), otras tantas bajo Carlos I, dos bajo Felipe II (I de Aragón), una bajo Felipe III (II de Aragón), tres bajo Felipe IV (III de Aragón, pero las de 1640 no se abrieron), y ninguna bajo Carlos II. El declive respondió a la progresiva implantación del absolutismo en Europa durante la época moderna, de la que solo escapó Gran Bretaña. Si los Habsburgo habían dejado de convocar Cortes en Castilla —salvo para el caso ceremonial indicado— desde inicios del XVI, los Borbones tampoco convocaron Estados Generales en Francia desde 1613. Felipe V reuniría a las Cortes de Aragón en 1702, casi únicamente para recibir el juramento de fidelidad, en tanto que su rival, el archiduque Carlos de Habsburgo, haría concesiones tácticas en las Cortes de Barcelona de 1705-1706. En lo sucesivo, Felipe V y sus sucesores tolerarían la existencia de las Cortes de Navarra, porque el reino había sido fiel en la guerra de Sucesión y porque su pequeño tamaño convertía el mantenimiento de sus fueros en una concesión muy asumible.


			Llegados aquí, importa mucho aclarar que un monarca absoluto era exactamente eso, uno que no convocaba Cortes o Dietas, no uno que gozaba de poderes omínodos sobre las tierras y gentes de su reino. Muy al contrario, los reyes medievales y de Antiguo Régimen solo poseían jurisdicción en una parte del territorio; en otras, correspondía a los señores, laicos y eclesiásticos. De hecho, el rey tenía alguna jurisdicción como otro señor más. Pues bien, Felipe V no atacó al régimen señorial en Cataluña, no convirtió en realengas las jurisdicciones nobles y eclesiásticas ni eliminó el dominio directo, aún más extendido. A lo sumo, abolió la jurisdicción y los privilegios de Barcelona y otras ciudades, lo que no iba a impedir que en ellas se siguieran cobrando derechos señoriales. 


			Poco le importó al clero católico el paso de Habsburgos a Borbones, pues obedecía al papa de Roma. En cuanto a los nobles, una parte de los de Castilla y de Aragón habían tomado partido por el archiduque Carlos y tras la derrota habían formado en Viena un grupo cortesano con alguna influencia, pero la confiscación que pesaba sobre sus jurisdicciones se levantó en 1725, a raíz del tratado de paz con el Imperio, y el austracismo perdió casi toda su virtualidad. 


			Ni Pierre Vilar ni Ferran Soldevila, muy poco sospechosos de centralismo españolista, le concedieron valor al memorial de agravios que presentaron ocho diputados de la antigua Corona de Aragón a Carlos III en las Cortes —rituales— de 1760. Felipe V es en el texto “el glorioso padre de vuestra Majestad”, cuya Nueva Planta estuvo repleta de buenas intenciones, pero adoleció de improvisación. Tras las alabanzas de rigor a la variedad legal, los autores pasaban a quejarse de que se dieran demasiados empleos de corregidores, obispos y jueces a los forasteros y se otorgasen pocos, de fuera y dentro de la Coronilla, a sus naturales. En la época de redacción del memorial, estos solo ocupaban 7 de las 19 cátedras episcopales de los reinos de Aragón, 20 de las 55 magistraturas y pocos corregimientos. A su parecer, Felipe V había abierto “las puertas de unos y otros reynos y en efecto los castellanos las hallaron abiertas y entraron francamente en Aragón a poseher las mejores conveniencias, mas para los aragoneses, cathalanes y valencianos han estado casi cerradas las de Castilla”. Para colmo, el Consejo de Aragón había sido absorbido por el Consejo de Castilla sin que se reservasen plazas para oriundos de aquellos otros reinos.


			Carlos III haría oídos sordos a esas y otras reclamaciones. Como se pudo comprobar en 1766, el despotismo ilustrado no tenía previsto cambiar un ápice de la monarquía absoluta ni del régimen señorial. Cataluña permaneció, pues, como un país feudal pese a la prosperidad económica que experimentó durante las décadas centrales del siglo XVIII. En 1787, ya a inicios del reinado de Carlos IV, seguían bajo los diferentes tipos de jurisdicción señorial el 73% de los lugares y el 60% de las almas del Principado, una proporción solo superada por los reinos de Valencia y Galicia. 


			Las Glorias Catalanas en el surgimiento 	del nacionalismo español


			Muy pocos años después, se produciría el primer choque entre la monarquía hispánica y la Francia revolucionaria: la guerra de la Convención de 1793-1795, que por extrañas razones en Cataluña se conoce como la Guerra Gran. En ella no solo faltaron expresiones de particularismo catalán, sino que, como ha documentado Lluís Roura, se dieron abundantes muestras de xenofobia contra los gavatxos, por tales y por revolucionarios. Ya en época napoleónica, el asentamiento de tropas en el Principado desde 1807 fue objeto de manifiesta hostilidad, pero la insurrección contra los imperiales no se extendió por Cataluña hasta junio de 1808. Se formó una Junta Superior del Principado que, como las demás de la península, envió representantes a la Suprema y Central. El Manifiesto que dio a la imprenta en 1809 para dar cuenta de sus méritos recordaba la españolidad de Cataluña al “hacer presente a las demás Provincias el interés que las [sic] cabe en concurrir con empeño a la defensa de esta, que es el antemural de las otras”.


			El bando patriota pronto contó con el apoyo de la mayoría de la población catalana, una elección de bando que no necesita demasiadas explicaciones en clave nacional cuando se conoce la rapacidad del ejército invasor. Gran parte de los privilegiados del país, y desde luego la mayoría de los religiosos, también apostaron por los patriotas y sus aliados exteriores —Portugal y el Reino Unido—, aunque algunos nobles escaparon de la creciente violencia refugiándose en el extranjero o en Mallorca, como hizo el marqués de Sentmenat, y otros se refugiaron en el interior, como el barón de Maldà. El conde de Santa Coloma colaboró al principio con el dominio napoleónico y tomó parte en la Asamblea de Bayona de 1808, pero enseguida cambió de bando y no sería exacto considerarle un afrancesado. 


			Solo una pequeña fracción de la elite catalana, menor incluso que en la corte o en Andalucía, cooperó activamente con el Imperio. Tomàs Puig, corregidor napoleónico de Gi­­rona en 1810, es el más conocido de estos colaboracionistas. Abogado por Cervera y Huesca y dueño de una considerable fortuna, había combatido contra la República francesa en la Guerra Gran, tras la cual obtuvo patente como ciudadano honrado de Barcelona, el escalón inferior de la nobleza catalana. El nombre de Puig se asocia a los conatos de catalanizar la administración napoleónica del Principado que se dieron después del 8 de febrero de 1810, cuando Napoleón separó del dominio de su hermano el rey José y puso bajo mandato de gobernadores militares los territorios entre el Ebro y los Pirineos (Vascongadas, Navarra, Aragón y Cataluña). Segu­­ramente fue Puig quien redactó la proclama en francés y catalán que el mariscal Augereau, gobernador napoleónico de Cataluña, mandó publicar el 10 de marzo en el Diario de Barcelona, después rebautizado como Diari del Gobern de Ca­­taluña y Barcelona. En ella se evocaban selectivamente al­­gunos vínculos históricos con Francia (la Marca Hispánica y el periodo 1641-1659, no así la guerra de Sucesión) y se concluía: 


			Sí, vencedors de Atenas y Neopatria, se va á restablir el vostre antich comers d’orient [...]. napoleon el gran vos va á donar un nou ser. Las suas paternals miradas vos han fixat; vostre sort lo ha interessat, y sou baix sa poderosa protecció1. 


			Según Joan Mercader i Riba, el autor de referencia sobre la Cataluña napoleónica, el escrito se incluye en una “aparatosa comèdia”, a la que no concedieron valor ni el público barcelonés ni la Junta del Principado, y que causó más impacto en Cádiz que en Cataluña. Más allá de la retórica, las reformas pensadas por Puig y jamás puestas en práctica consistían en la reducción del diezmo, la reordenación de la Iglesia católica, la implantación del código napoleónico y el traslado de aduanas a la línea del Ebro. Con ellas tan solo perseguía avanzar en la asimilación a la Francia imperial, ya que “Cataluña por sí sola formando un govierno separado sería cargada de imposiciones para mantener el govierno y lustre de sus representantes y sería un estado nulo”. 


			Entretanto, iban llegando a Cádiz los diputados que se sentarían en las nuevas Cortes. En su sesión de apertura de 24 de septiembre de 1810, se escogió —en segunda votación y por escaso margen— al cancelario de la Universidad de Cervera, Ramón Lázaro de Dou, como primero de la que sería una larga lista de presidentes. Era uno de los 22 diputados que representaron al Principado de Cataluña y a su Junta en la primera asamblea que legisló en nombre de la nación española, a quienes ayudó un grupo de escritores, comerciantes y abogados residentes o refugiados en Cádiz.


			Cuando se indaga por medios corrientes qué hicieron o dijeron los diputados catalanes en aquellas Cortes, puede llegar a creerse que fueron a ellas para “recobrar los privilegios de que disfrutó Cataluña en el tiempo que ocupó el trono español la augusta Casa de Austria”. Una búsqueda más cuidadosa descubre que la frase procede de una “Exposición de las principales ideas que la Junta Superior del Principado de Cataluña cree conveniente manifestar a los señores Diputados de la Provincia que en representación de la misma pasan al Congreso de las próximas Cortes”, manuscrita y nunca impresa. Al parecer, se conserva en el Archivo de la Corona de Aragón y todo el mundo la cita por la transcripción de Frederic Rahola i Trèmols... publicada nada menos que en 1912. Las frases que preceden al recorte invierten su sentido:


			Que aunque desde luego deben reconocerse las ventajas políticas que resultarían de uniformar la Legislación y los derechos de todas las Provincias de la Monarquía para que no quede esta después de la actual crisis hecha un cuerpo compuesto de partes eterogéneas; con todo quando no pensase así la pluralidad, o quando insuperables obstáculos se opusiesen a la realización de esta medida saludable, en tal caso debe Cataluña no solo conservar sus fueros y privilegios actuales, sino [...] [cursivas mías].


			También se ha vuelto un lugar común que los repre­­sentantes catalanes fueron mudos porque no dominaban la oratoria en lengua castellana, a excepción de Dou, del exsecretario de la Junta catalana Felipe Aner (que era aranés, y en todo caso hablante nativo de gascón), del erudito Antonio de Capmany y del canónigo Jaime Creus. Quizá fuese Àngel Guimerà el que lanzó la especie, en su famoso discurso del Ateneo de Barcelona de 1895. Sin embargo, no podían desconocer el castellano el canónigo José Espiga, que era de Palencia, y el militar Fernando Navarro, natural de Piedrahita, Ávila. Es muy improbable que no dominaran esa lengua Francisco Calvet, magistrado de Mallorca; Juan de Valle, abo­­gado de la Real Audiencia de Cataluña; Ramón Sans, aca­­démico de Buenas Letras; José Vega y Sentmenat, ídem; el marqués de Tamarit, que se llamaba Juan Suelves, o el barón de Jafre, Francisco Papiol. Sabemos por los estudios de Joan-Lluís Marfany que las clases superiores catalanas tenían plena familiaridad con el castellano desde el siglo XVII y que en los años previos a la invasión napoleónica el alto clero catalán —incluido Creus— y los catedráticos de Cervera —como los asimismo diputados Dou y Vega— competían a ver quién redactaba mejor en la lengua de Cervantes. Hasta Enric Prat de la Riba, el codificador del nacionalismo catalán, sabía que hacia 1714 la intelectualidad catalana ya había adoptado el castellano. 


			En realidad, el silencio de los diputados por Cataluña, salvo Aner —que realizó muchísimas intervenciones— y Capmany —que las tuvo sonadas—, se debió a motivos ideoló­­gicos. Se dice casi todo si se cuenta que solo votaron a favor de abolir la Inquisición Capmany, Navarro y Espiga. Muchos otros diputados catalanes propugnaron entonces y defenderían después el mantenimiento del orden social y político que los liberales de las Cortes querían reformar. Seis eran nobles con señoríos (Dou, Vega, Papiol, Montoliu y Suelves) o segundones (Amat); uno administraba bienes nobiliarios (Valle, de la casa de Medinaceli), seis eran eclesiásticos (también Dou, Espiga, Creus, Morrós, Lladós y Aités), y en­­tre los comerciantes y fabricantes, varios se mostraron fa­­vorables al mantenimiento del sistema gremial (Viñals y Serrés). La simple presencia de profesores de Cervera (Dou y Ramón Utgés) indica la filiación ideológica preponderante, porque la universidad fundada por Felipe V se había ganado justa fama de rancia. Su cancelario Dou no era lo que se dice un liberal, como demuestra su peculiar glosa mercantilista de La riqueza de las naciones, de Adam Smith.


			Del mismo modo, habría que calificar de ilustrado o de conservador a la inglesa a Antonio de Capmany Surís y de Montpalau, sin disputa el intelectual más destacado de la representación catalana en las Cortes de Cádiz. Eso se desprende de su gusto por las Cortes estamentales y los gremios, aunque también de las libertades, sobre todo de imprenta. Miembro de una familia noble gerundense, pasó unos años en Andalucía asociado a los proyectos de repoblación de Olavide, pero rompió con él y marchó a Madrid, donde entró como supernumerario en la Real Academia de la Historia. En 1777 publicó una Filosofía de la elocuencia y en 1779, el primer volumen de sus monumentales Memorias históricas sobre la marina, comercio y artes de la antigua ciudad de Barcelona. Ya miembro de número de la Academia, se trasladó en 1785 a Barcelona, donde comenzó a ordenar el fondo original del Archivo de la Corona de Aragón. Entre 1786 y 1794 publicó los cinco volúmenes del Teatro histórico-crítico de la elocuencia española, una antología de prosa castellana por orden cronológico. 


			Capmany alcanzó gran notoriedad con su Centinela contra franceses (1808), un opúsculo propagandístico aparecido poco después de la batalla de Bailén y que ataca casi por igual a Napoleón y a Godoy. No contiene alusiones al ausente Fernando, sino solo a sus súbditos, que gracias a la guerra volverían a ser “españoles rancios, a pesar de la insensata currutaquería, esto es, volveremos a ser valientes, formales y graves. Tendremos patria, la amaremos y defenderemos [...]. Volveremos a hablar la lengua castiza de nuestros abuelos”. Ese casticismo no implicaba la uniformidad de que adolecía Francia, donde “no hay provincias ni naciones; no hay Provenza, ni provenzales; Normandía, ni normandos; se borraron del mapa sus territorios y hasta sus nombres [...]. Todos se llaman franceses, al montón, como quien dice carneros, bajo la porra del gran rabadán imperial”. En España, en cambio, se mantenía una diversidad que había ayudado a resistir al invasor:


			¿Qué sería ya de los Españoles si no hubiese habido Aragoneses, Valencianos, Murcianos, Andaluces, Asturianos, Gallegos, Extremeños, Catalanes, Castellanos, etc.? Cada uno de esos nombres inflama y envanece, y de esas pequeñas naciones se compone la masa de la gran Nación, que no conocía nuestro conquistador.


			Aunque Capmany siempre escribió en castellano y tildaba el catalán de “idioma antiguo provincial muerto para la república de las letras”, su producción de los años constitucionales y sus intervenciones parlamentarias reivindicaron las Glorias Catalanas como parte esencial de las españolas y las antiguas instituciones hispánicas, en especial las de la Corona de Aragón, como preferibles a las diseñadas en la Constitución francesa de 1791. Eso buscó su Práctica y estilo de celebrar Cortes en el reino de Aragón, principado de Cataluña y reino de Valencia y una noticia de las de Castilla y Navarra, un compendio de casuística parlamentaria de los reinos hispánicos que entregó en diciembre de 1809, pero que se imprimiría póstumamente en 1821. En la Exposición en favor de los Ayuntamientos de 13 de junio de 1813, escrita poco antes de morir de fiebre amarilla, cantaría una vez más a su “patria Barcelona”, que había gozado de un gobierno popular desde Jaime I “hasta el año 1714 en que Felipe V lo abolió”. 


			Se ha detectado un eco de estas ideas de Capmany en el preámbulo de la Constitución de 1812, debido a Agustín Argüelles. En efecto, el texto presenta la reunión de las Cor­­tes como una recuperación de las libertades de los antiguos reinos de Castilla, Aragón y Navarra, y en él se asegura que la nueva Carta se ha redactado “con enlace, armonía y concordancia [a] quanto tienen dispuesto las leyes fundamen­­tales de Aragón, de Navarra y de Castilla”. Incluso se recuerda que 


			la reunión de Aragón y de Castilla fue seguida muy en breve de la pérdida de la libertad, y el yugo se fue agravando de tal modo que últimamente habíamos perdido, doloroso es decirlo, hasta la idea de nuestra dignidad; si se exceptúan las felices provincias vascongadas y el reyno de Navarra. 


			Demuestre o no influencia del historiador catalán, el fragmento revela que mitos castellanos como el de los comuneros y mitos catalanes como el de la monarquía pactista actuaron combinados, y que juntos cimentaron la nueva idea nacional española. España resurgía al recuperar las libertades políticas de los antiguos reinos que se habían ido reuniendo, mientras la Constitución reparaba el agravio de 1714-1716 y reponía, perfeccionadas, las antiguas libertades catalanas. En definitiva, el nacionalismo español y el regionalismo catalán nacieron al mismo tiempo y, como se señaló hace unas páginas, en los albores de la época contemporánea.


			Adviértase, con todo, que los discursos historicistas de Argüelles y de Capmany parten de un anacronismo inten­­cionado, ya por conservadurismo, ya por prudencia, para apaciguar a la numerosa representación noble y, sobre todo, eclesiástica de las Cortes. Al presentarlas a ellas y a la Cons­­titución como reediciones mejoradas de los organismos políticos perdidos en algún momento (en Castilla, en 1522; en la Corona de Aragón, en 1707-175; en Navarra todavía no), silenciaban adrede el dato capital de que esas viejas instituciones gobernaron una sociedad basada en el privilegio, y por lo tanto no articulada como nación. A diferencia de la Asamblea Nacional francesa desde 1789, y sin perjuicio de lo que creyeran o escribiesen algunos de sus miembros, las Cortes de Cádiz evitaron declarar la ruptura con el feudalismo. 


			Es aún más importante que esta mistificación de los constituyentes de 1810-1812 se convirtiera en una verdad aceptada décadas después, cuando ya no quedaba quien hubiese vivido bajo el orden señorial y conociese la verdadera naturaleza del cambio. Esta falacia de origen, la que equipara los antiguos privilegios de unos pocos a las modernas libertades de todos, ha pervivido hasta hoy en el ideario del catalanismo político, con mejor salud incluso que en el del nacionalismo español. Aún se oye y se lee que Cataluña ya era una democracia en la Edad Media. 


			Unas semanas antes de que se promulgara la Pepa, Cataluña había sido anexionada al Imperio por decreto de Napoleón en enero-febrero de 1812. El territorio del Prin­­cipado, sin el valle de Arán, pero con Andorra y algunas localidades fronterizas de Aragón, fue dividido en cuatro departamentos (Ter, Montserrat, Segre y Bocas del Ebro), con tres distritos y un número variable de municipios cada uno. Se aplicaron los patrones contenidos en la ley de 28 de Pluvioso del año VIII (1800) como al resto de la Francia imperial, sin más concesión a las peculiaridades locales que una nueva campaña filocatalana, esa vez patrocinada por el barón de Gérando.


			Como había ocurrido en 1810, se dictó la anexión sobre el papel de un territorio no sometido. La mejor prueba de lo ilusorio de ese dominio es que el Código napoleónico tampoco entró en vigor entonces. Su eventual traducción al catalán provocó un debate entre los funcionarios y legistas afrancesados que puso de manifiesto la diglosia reinante. Una comisión de juristas dictaminó —aunque no por unanimidad— lo fútil del empeño, visto que el castellano era la lengua oficial de la Audiencia desde Felipe V, la que se enseñaba en las escuelas y la de las academias y espectáculos. Tenía gramática, ortografía y diccionario, así como un prestigio entre clérigos, gente de letras y de leyes del que carecía el catalán, que por eso no había sido restaurado ni por los patriotas. Eran argumentos bastante especiosos que ocultaban el mucho más sólido de que la abogacía catalana había adoptado el castellano hacía al menos un siglo. Se consideró también que, como Cataluña iba a incorporarse a Francia en breve, no valía la pena cambiar el idioma de los tribunales y la legislación; a lo sumo, tendría alguna utilidad traducir el Código al castellano para que se aprovechara en las otras provincias transpirenaicas absorbidas. 


			Bajo esa precaria dominación imperial se había escrito el grueso de la Gramática i apologia de la llengua catalana del sacerdote Joseph Pau Ballot, primera contemporánea y publicada como libro a fines de 1814. Aunque la dedicatoria a la Junta de Comercio es bilingüe, el texto está íntegramente en catalán, llamado ya así y definido como “no sols propria y verdadera llengua, sino sensilla, clara, pura, energica, concisa, numerosa, fluida y natural”. A la pregunta retórica de por qué cultivarla si la de toda la nación es la castellana, “la qual debem parlar tots los que nos preciam de verdaders espanyols”, Ballot responde que el buen conocimiento de la lengua materna facilita el de otras, que en catalán se ofician los rituales cristianos y se enseña la doctrina y, en fin, que las personas de calidad pueden verse en la necesidad de escribir alguna nota en esa lengua a los inferiores (“los senyors a sos majordoms, los amos a sos masovers [aparceros], las senyoras a sa familia, las monjas a sos parents, los marits a sas mullers”). No por ello deben los catalanes descuidar el castellano, lengua no solo “tan agraciada y magestuosa, que no tè igual en las demés llenguas”, sino además la general de un reino que “se exten á totas las parts del mon ahon lo sol illumina”. Lo decía quien había escrito una Gramática filosófica y razonada de la lengua castellana que alcanzaría su septima reimpresión en 1825.


			De carlistas, odas a la patria 			y otros equívocos


			La Gramática i apologia de Ballot estuvo en las librerías después de que las fuerzas napoleónicas se hubiesen retirado de toda España y de que Fernando VII, vuelto de su exilio do­­rado, acabara de un plumazo con el régimen constitucional dispuesto en Cádiz. Como se sabe, la voluntad del Deseado de que las leyes y decretos de las Cortes quedasen derogadas “como si no hubiesen pasado jamás tales actos y se quitasen de en medio del tiempo” solo se cumplió seis años, hasta que la sucesión de pronunciamientos y formación de juntas que comenzó el primer día de 1820 obligó al rey a jurar la Cons­­titución de Cádiz el 7 de marzo siguiente. 


			De las elecciones para nuevas Cortes celebradas entre abril y mayo salió una Cámara sin diputados abiertamente ab­­solutistas. De los representantes de Cataluña que habían es­­tado en Cádiz o en las Cortes ordinarias de 1813-1814, solo repitieron Joaquín Rey, José Espiga y Francisco Navarro. Entre los nuevos, cabría destacar al hebraísta Antoni Puigblanch, bien conocido de los filólogos porque en 1832, durante su segundo exilio londinense, colaboraría en la traducción del Nuevo Testamento al catalán. Aquí interesa más la composición en verso sobre Les comunitats de Castella que había escrito en 1823, a fines del periodo constitucional, pues ejemplifica a la perfección cómo se mezclaron el historicismo castellano y el catalán en el naciente nacionalismo español: escrita en catalán como homenaje a una lengua literaria en peligro, abunda en el mayor mito liberal de Castilla, la lucha de sus ciudades contra el absolutismo de Carlos I en 1520-1522. 


			También se ha de mencionar a otro diputado novel de 1820, Guillermo María Oliver, pero porque fue de los pocos liberales que rechazó la ficción de las antiguas libertades restauradas. Se conocía al dedillo los mecanismos del ré­­gimen señorial por haber administrado los bienes en Cataluña del gran prior de su Mallorca natal y haber trabajado en el mismo ramo con los Cortadellas de la Real Compañía de Aragón. No se engañaba sobre “lo que eran las Cortes de aquellos tiempos; baste tener presente que estaban compuestas de aquellos mismos que querían dominar en los pueblos, y que por esos mismos pueblos no concurrían o no influían para nada”. Oliver tampoco se creía la fábula de la Cataluña avanzada y socialmente justa, antes bien, denunciaría durante años la explotación feudal que campaba por el Principado. 


			La Diputación Provincial de Cataluña, constituida el 6 de junio de 1820, también fue descrita más de una vez como una restauración de la Diputació del General, aunque no tuviera más relación con ella que el espacio que administraba. Eso también se acabó en marzo de 1822, cuando fue teóricamente reemplazada por las cuatro diputaciones previstas en la nueva división provincial, elaborada en cumplimiento del artículo 11 de la Constitución, que previó “se hará una división más conveniente del territorio español por una ley constitucional, luego que las circunstancias políticas de la Nación lo permitan”. 


			Contra lo que sostendría el catalanismo desde finales del siglo XIX, la división provincial de 1822 no vino dictada por el capricho o la inquina de algún oscuro funcionario madrileño empeñado en descuartizar —esta vez literalmente— Cataluña. Los estudios de Jesús Burgueño han demostrado que, por el contrario, salió de un largo debate donde intervinieron buenos conocedores del país. Desde el principio se asumió el acuerdo de 1813 de no sustraer ni un solo kilómetro cuadrado de él (“desmembrar algo de Cataluña”), pero sin dejar por ello de atender mejor a los ciudadanos, frente a las distancias, las dificultades topográficas y, desde 1822, la rebelión realista. Oliver apoyó el proyecto, y con él los liberales exaltados catalanes y los ayuntamientos de las nuevas capitales de provincia, que esperaban beneficios de esa nueva función administrativa; el de Barcelona, en cambio, mostró unas comprensibles reticencias. La división que el ministro de Fomento Javier de Burgos implantaría por medio de una circular en noviembre de 1833 iba a introducir pocos cambios respecto a la de 1822, y como ella no suscitaría rechazo regionalista alguno.


			La nueva administración no había acabado de implantarse en Cataluña en 1822-1823 porque el Principado se convirtió en uno de los frentes principales de la rebelión armada absolutista. Se conoce como Regencia de la Seu d’Urgell a su órgano político central porque residió en esa ciudad pirenaica entre agosto y noviembre de 1822. La formaban Jaime Creus, ya arzobispo preconizado de Tarragona y presidente, el marqués de Mataflorida y el barón de Eroles, dos catalanes sobre tres. Claro que también era catalán Josep Robreño, y por eso escribía e interpretaba sainetes en esa lengua, o apenas bilingües, para burlar la prohibición de teatro en catalán dictada en 1801. Con ellos fustigaba a los realistas (La huida de la regencia de la Seu d’Urgell) o al abundante clero de ese signo (Mossèn Anton a las muntanyas del Montseny) y subía la moral de los liberales catalanes celebrando sus triunfos (Numància de Catalunya y libre poble de Porrera).


			Igual que Oliver, Puigblanch y tantos otros, Robreño se tuvo que exiliar en 1823, cuando sobrevino la segunda restauración absolutista y comenzó la década ominosa. Las tropas de Francisco Espoz y Mina, por entonces capitán general del Principado, habían derrotado a las guerrillas absolutistas, pero no pudieron con el ejército invasor francés de los Cien Mil Hijos de San Luis. Mina les abrió las puertas de Barcelona en noviembre de 1823, despues de obtener algunas garantías. Comenzó entonces una ocupación militar francesa de la Ciudad Condal que le evitó buena parte del terror blanco desatado extramuros. Corría el verano de 1827 y aún no se habían ido los soldados franceses cuando los realistas catalanes agraviados (malcontents) por las reformas militares del marqués de Zambrano se alzaron de nuevo, esa vez contra la monarquía absoluta que decían defender. Cataluña volvía a convertirse en el foco de la contrarrevolución española. 
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